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RECURSO DE APELACIÓN 33/2019/SS
JUICIO CONTENCIOSO 148/2019/1

RECURSO DE APELACIÓN 33/2019/SS
PROCEDIMIENTO DE NULIDAD 148/2019/1




DEMANDADO  Y RECURRENTE

SECRETARÍA DE COMUNICACIONES Y TRANSPORTES.
ACTOR: ***********




MAGISTRADA SUPERNUMERARIA 




HEIDY YAZBE RUIZ ALVARADO 
SECRETARIO
JUAN CARLOS FERNÁNDEZ CANALES.
San Luis Potosí, San Luis Potosí, acuerdo de la Sala Superior del Tribunal de Justicia Administrativa, correspondiente a la determinación unitaria de cinco de noviembre de dos mil diecinueve.
V I S T O S para resolver los autos del Toca número 33/2019/SS formado con motivo de la interposición del recurso de apelación presentado el diez de junio de dos mil diecinueve por el Lic. *********** en su carácter de encargado de despacho de la Dirección de Gestión Jurídica de la Secretaría de Comunicaciones y Transportes del Estado de San Luis Potosí, en ejercicio de las facultades de representación previstas en el artículo 15 del reglamento interior de la citada Secretaría, en contra de la sentencia de fecha dos de mayo de dos mil diecinueve pronunciada por la Primera Sala Unitaria al resolver el juicio de nulidad número 148/2019/1, promovido por ***********




R E S U L T A  N D O

I.- Por escrito presentado en la Oficialía de Partes de este Tribunal, la parte actora promovió juicio contencioso administrativo en contra de la Secretaría de Comunicaciones y Transportes de Gobierno del Estado de San Luis Potosí, Director General de Comunicaciones y Transportes de Gobierno del Estado de San Luis Potosí, Inspector con gafete de identificación número “2019” autorizado por la Secretaría de Comunicaciones y Transportes del Gobierno del Estado de San Luis Potosí, en su carácter de ejecutor. Por la nulidad del “Acta de Retiro Vehículo no Concesionario identificada con el folio ***********.”; teniendo conocimiento el ocho de enero de dos mil diecinueve.

II.- Mediante acuerdo de fecha once de marzo del dos mil diecinueve, la Primera Sala Unitaria de este Tribunal admitió a trámite la demanda de referencia, ordenando emplazar a las autoridades demandas para que produjeran su contestación, carga procesal cumplida en tiempo y forma con excepción de la tercera autoridad mencionada en el párrafo anterior (fojas 29 a 95 del expediente de nulidad) refiriéndose a los hechos, conceptos de derecho y al capítulo de ofrecimiento de pruebas.

III.- Seguido el juicio en todas sus fases, el treinta de abril de dos mil diecinueve se llevó a cabo la audiencia de ley conforme a los artículos 246 y 247 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, con la asistencia del delegado de la parte demandada, sin que haya asistido representante alguno de la parte actora, en la que se desahogaron las pruebas admitidas, citándose para resolver, por lo que el dieciséis de mayo del presente año, se dictó la sentencia respectiva, que en lo sustancial resuelve lo siguiente: 

“SEXTO.- Previo a hacer un pronunciamiento al respecto, en atención al principio de exhaustividad de las sentencias en materia fiscal, ésta Primera Sala Unitaria, procederá a llevar a cabo el Concepto de Impugnación que le cause mayor beneficio a los actores,  resultando aplicable para tal efecto el siguiente criterio de jurisprudencia que dice: 
 

“SENTENCIAS DEL TRIBUNAL FEDERAL DE JUSTICIA FISCAL Y ADMINISTRATIVA. EN ATENCIÓN AL ORDEN QUE SEÑALA EL CÓDIGO FISCAL DE LA FEDERACIÓN PARA EL ESTUDIO DE LOS CONCEPTOS DE ANULACIÓN, DEBEN ANALIZARSE EN PRIMER LUGAR AQUELLOS QUE LLEVEN A DECLARAR LA NULIDAD MÁS BENÉFICA PARA EL ACTOR.

En el artículo 237 del Código Fiscal de la Federación se encuentra contenido el principio de exhaustividad de las sentencias en materia fiscal, al imponer a las Salas del Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa la obligación de examinar todos y cada uno de los puntos controvertidos del acto impugnado, iniciando por aquellos que puedan llevar a declarar la nulidad lisa y llana, y después por los que se refieran a la omisión de requisitos formales o vicios del procedimiento, lo que se traduce en la obligación de analizar, en primer lugar, los motivos de nulidad que lleven a una declaratoria de nulidad más benéfica para el actor, y sólo en el evento de estimarlos infundados, se pronuncie sobre los conceptos de impugnación que lleven a una declaratoria de nulidad para efectos, bien sea de la llamada comúnmente "del tercer tipo", por versar sobre el ejercicio de facultades discrecionales o, en su caso, para otros efectos. 

CUARTO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL PRIMER CIRCUITO.”

Así, en un Primer Concepto de Impugnación, los demandantes hacen valer agravios encaminados a señalar que en el acto que combaten, resalta la violación a los requisitos formales traducidos en vicios de procedimiento que afectaron sus defensas, por lo que el acta impugnada fue elaborada en contravención de las disposiciones aplicables, dejando de aplicar las debidas.


Lo anterior porque dicen que les causa incertidumbre jurídica, la deficiente identificación del Inspector Autorizado en el acta que combaten, ya que solo se hace alusión al gafete expedido por el Secretario de Comunicaciones y Transportes, sin embargo, dicen que la identificación que señala el artículo 114 de la Ley de Transporte Público en un acto de autoridad, debe ser plena, para no dejar duda alguna de quien practica el acto, está completamente facultado para ello.


Argumentan que no basta la exhibición de una credencial expedida por la Secretaría para tener por acreditada y circunstanciada la plena identificaciones de los inspectores, como se realizó en la detención impugnada, sino que es necesario pormenorizar  entre otras cosas que dicho documento identificatorio, es vigente al momento de la ejecución del acto, para lo cual, debe tener la fecha de expedición y periodo de vigencia  

Además, dicen que es menester que se asiente la fecha de las credenciales para precisar su vigencia y tener la seguridad de que esa persona así como quien la expide, efectivamente prestan sus servicios para la Secretaría, tomando en cuenta que mediante la identificación,  se debe de dar a conocer al afectado las cuestiones relacionadas con su personalidad para protegerlo de sus garantías individuales, ya que de esas prácticas de inspección, derivan afectaciones a sus intereses jurídico, como en el caso aconteció, al asegurarse y depositarse a favor de tercera persona el vehículo de su propiedad. (F 03  y 03 VUELTA)  


A juicio de la titular de la Primera Sala Unitaria de éste Tribunal, el Concepto de Impugnación que a que se alude es fundado y suficiente para decretar la nulidad del acto que se combate, ello de acuerdo a las siguientes consideraciones legales:

Atendiendo a que los demandantes hacen valer la falta de una debida identificación de la demandada al momento de haber levantado el Acta de Retiro Vehículo no Concesionario, identificada con el folio 1330, tenemos que el artículo 114 de la Ley de Transporte Público para el Estado de San Luis Potosí, establece con toda claridad que los Inspectores, para realizar la inspección de cualquier otra función que les sea encomendada, deberán contar con  identificación y la orden emitida por el funcionario competente, artículo que en su texto señala lo siguiente:

“ARTICULO 114. Los inspectores o el personal habilitado en los términos del artículo anterior, para realizar la inspección del boletaje, cobro de tarifas, horarios, itinerarios, uso de uniformes, gafete de los operadores, estado físico de las unidades de transporte público, o cualquier otra función que les sea encomendada, deberán contar identificación y la orden emitida por el funcionario competente.” 

De la interpretación que se haga al precepto en mención,  se puede apreciar con toda claridad que en tratándose de la identificación, es obligación a cargo de las autoridades, la identificación plena en los actos que emiten, con la finalidad de no transgredir las garantías de los particulares, puesto que el requisito de fundamentación del acto administrativo, se traduce en la constatación por escrito de la designación de la autoridad así como el nombre y la firma del funcionario emisor, el nombre y firma del Inspector autorizado, para así saber el cargo de la autoridad emisora del acto administrativo, con la finalidad de dar a conocer al gobernado, el carácter con el que el servidor público suscribió el documento relativo a la infracción impuesta, para estar en aptitud de examinar si contaba con facultades para ello. 

Al remitirnos al contenido total del acto en mención, el cuál se encuentra agregado en autos a fojas 14 del expediente en que se actúa y al que se le ha concedido valor probatorio pleno con antelación, se puede advertir lo siguiente: 

“SECRETARIA DE COMUNICACIONES Y TRANSPORTES DEL ESTADO

ACTA DE RETIRO VEHÍCULO NO CONCESIONARIO/NO PERMISIONARIO

En el municipio de San Luis Potosí, S.L.P., siendo las 12:10 horas del día 08 del mes de Enero del año 2019, el suscrito Omar Hernándea Alvarado, en mi carácter de inspector autorizado por la Secretaría de Comunicaciones y Transportes  en el Estado, de acuerdo al Gafete con número 2019, expedido por Ramiro Robledo López, Secretario de Comunicaciones y Transporte en el Estado, y de acuerdo al oficio de asignación número SCT/DGCT/023/2019, de fecha 07 de enero de 2019 …”  


Del texto anterior, se desprende que la autoridad demandada  Inspector autorizado, al momento de emitir el acto en cuestión, en la fecha y hora ahí señalada, se identificó con el conductor del vehículo infraccionado, con un documento denominado Gafete, con el número 2019, apoyando su actuación con el oficio de asignación número SCT/DGCT/023/2019, de fecha 07 de enero de 2019. 

Ahora bien, al remitirnos al aludido Gafete con que se identificó la demandada, el cuál fue aportado por las propias autoridades demandadas Secretario de Comunicaciones y Transportes del Estado de San Luis Potosí y Director General de Comunicaciones y Transportes del Estado de San Luis Potosí al momento de contestar la demanda, mismo que se encuentra agregado en autos a foja 79 del expediente en que se actúa y al que se le concede valor probatorio pleno de acuerdo a lo dispuesto por el artículo 72 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, es claro apreciar lo siguiente:


Revisado el contenido total del Gafete en mención, no se advierte en ningún apartado, que se le haya otorgado o le haya correspondido el número 2019, como así lo pretendió hacer ver la demandada, al haber señalado: “de acuerdo al Gafete con número 2019” .
Por otro lado, de la misma manera, no se advierte en ningún apartado, la fecha de inicio ni la fecha de conclusión de dicho Gafete, para saber si el 07 de enero de 2019, fecha en que se emitió el acto combatido, la autoridad demandada inspector Autorizado de la Secretaría de Comunicaciones y Transportes, estaba facultado para llevar a cabo el acto en mención.

Al emitir el acto que se combate con la falta de requisitos de una debida identificación, efectivamente se deja en estado de indefensión a los demandantes, al no saber si en el momento de ocurridos los hechos, la persona que los infraccionó, era autoridad competente con facultades de ley para haber llevado el acto de molestia en contra de los actores.

Se dice lo anterior ya que para satisfacer con plenitud el requisito legal de identificación, en el caso que nos ocupa, no se asentó la fecha de la credencial con que se identificó la autoridad demandada así como tampoco se precisó su vigencia, además, no se asentaron todos los demás datos relativos a la personalidad de inspector autorizado entre los que se encuentra la firma de dicho Inspector, desconociendo entonces si la persona emisora del acto, efectivamente presta sus servicios en la Secretaría de Comunicaciones y Transportes del Estado como tal. 

Entonces, al no haber señalado en el acto que se impugna, todos y cada uno de los datos que identificaran a la autoridad demandada para haber actuado como tal, se deja a los demandantes  en una incertidumbre y en un completo estado de indefensión, puesto que no tuvieron la plena convicción de que la persona que emitió el acto, haya sido autoridad debidamente facultada para actuar en los actos de molestia.  

Sirve de apoyo los siguientes criterios de jurisprudencia que por analogía se consideran aplicables al caso que nos ocupa y que dicen:
 y 

“VISITAS DOMICILIARIAS. REQUISITOS PARA LA IDENTIFICACION DE LOS INSPECTORES QUE LAS PRACTICAN.

Para satisfacer con plenitud el requisito legal de identificación en las visitas domiciliarias, es necesario que en las actas de auditoría se asienten todos los datos necesarios que permitan una plena seguridad de que el visitado se encuentra ante personas que efectivamente representan a la Secretaría de Hacienda y Crédito Público y que por tal motivo pueden introducirse a su domicilio, por lo que es menester se asiente la fecha de las credenciales y el nombre de quien las expide para precisar su vigencia y tener la seguridad de que esas personas efectivamente prestan sus servicios en la Secretaría, además de todos los datos relativos a la personalidad de los visitadores y su representación, tomando también en cuenta que mediante la identificación mencionada, se deben dar a conocer al visitado cuestiones relacionadas con esa personalidad, para protegerlo en sus garantías individuales, ya que de esas prácticas de inspección o visita, pueden derivar posibles afectaciones a sus intereses jurídicos.”

“VISITAS DOMICILIARIAS. IDENTIFICACION DE LOS AUDITORES FISCALES, SU NECESIDAD Y ALCANCE.

Tratándose específicamente de autoridades que practican diligencias de auditoría fiscal, es incuestionable que la protección de la seguridad jurídica de los gobernados plasmada en el artículo 44, fracción III, del Código Fiscal de la Federación, tiene el propósito de dar a conocer al visitado, cuestiones relacionadas con la personalidad, representación y competencia atribucional o delegada de quienes intervienen en diligencias de naturaleza tal y precisamente emanada, en parte esa necesidad de identificación, de la obligación legal de proteger al visitado en sus garantías individuales, ya que estas prácticas de inspección o visita pueden derivar una posibilidad de afectación a los intereses jurídicos de aquél; por lo que mediante la identificación del funcionario o autoridad que practique la diligencia, se conoce su calidad o características personales (personalidad), la certeza de que aquél representa a un órgano gubernativo que está legalmente facultado para ordenar o realizar representando al Estado, las funciones propias de autoridad que se le encomiendan por la ley (representación); y finalmente, que a su vez tienen facultades (cuestión de competencia) bien propias, o bien delegadas (con base, en el caso, en una orden de visita) para practicar legalmente las diligencias propias, en mención. Por lo que, así las cosas, no basta que en el acta que se levante al efecto, simplemente se diga que "el personal actuante se identificó ante el visitado", mediante la credencial relativa, máxime si se tiene en cuenta, asimismo, lo dispuesto por la fracción I del artículo 46 del Código Fiscal de la Federación, en lo referente a la forma en que deben practicarse dichas diligencias, de lo que se sigue que la identificación cuestionada, por ser un hecho que las integra, debe hacerse constar en forma detallada. 

TERCER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL PRIMER CIRCUITO.”

Ante el desconocimiento de los demandantes, en el sentido de si en la fecha y hora en que sucedieron los hechos contenidos en el Acta que se combate, la autoridad demandada tenía facultades para haber llevado a cabo actos como el que nos ocupa, al haber señalado al ***********, sin que así lo acreditara, hace que el acto que se impugna, contenga vicios de procedimiento que afectaron las defensas de los demandantes, trascendiendo con ello al sentido del acto impugnado en perjuicio de sus derechos. 

La consecuencia  jurídica del acto impugnado en los términos en que fue emitido por la autoridad demandada Inspector autorizado, es la ilegalidad e invalidez, de dicho acto.      

Por su parte, las autoridades demandadas Secretario de Comunicaciones y Transportes de Gobierno del Estado de San Luis Potosí y Director General de Comunicaciones y Transportes de Gobierno del Estado de San Luis Potosí, al momento de producir su contestación de demanda, la cual se encuentra agregada en autos de la foja 41 a la 59 del expediente en que se actúa, solamente se concretaron a señalar que: 

“… El Director General de Comunicaciones y Transportes se  encuentra facultado para designar inspectores y facultarlos para la imposición de infracciones a Concesionarios, Permisionarios u operadores del Servicio de Transporte en las áreas de su competencia, por violaciones a la Ley (fracción XXXV del artículo 12 del Reglamento Interno de la Secretaría de Comunicaciones y Transportes); y en ejercicio de esa atribución expidió el Oficio de Asignación SCT/DGCT/023/2019, de fecha siete de enero de dos mil diecinueve, dirigido al diverso demandado *********** …” (F. 53)   

Argumento que a juicio de la Titular de la Primera Sala Unitaria de éste Tribunal, es improcedente puesto que aún y cuando refiere el citado Oficio mediante el que se asignó al Inspector de esa Secretaría con las facultades para la vigilancia, inspección y aplicación de las medidas de seguridad a los vehículos y operadores del servicio de transporte en su diversas modalidades, lo cierto es que no se puede tener por válido tal argumento, puesto que con ello, no se logró acreditar de manera fehaciente la debida identificación de la autoridad demandada Inspector Autorizado.  

Aunado a lo anterior, en cuanto al Gafete con que se identificó el Inspector, no se hizo pronunciamiento alguno, por lo que entonces, se tiene por cierto los hechos denunciados por los actores, así como los agravios vertidos en este concepto de impugnación, en el sentido de que la persona que emitió el acto que se impugna, no cumplió con el requisito de una debida identificación.                

No pasa desapercibido para esta resolutora que todo acto de autoridad, debe ajustarse a los requisitos  establecido en el artículo 16 Constitucional, por lo que en tratándose de autoridades que practican diligencias de inspección como el caso que nos ocupa, es incuestionable que la protección de la seguridad jurídica para los particulares, tiene el propósito de dar a conocer al inspeccionado, cuestiones relacionadas con la personalidad, representación y competencia de quienes intervienen en diligencias de esta naturaleza tal y como así lo establece el aludido artículo 114 de la Ley de Transporte Público para el Estado de San Luis Potosí, sin que en el presente caso así haya sucedido . 

Por los motivos y razones señalados, es por lo que se considera decretar la ilegalidad del acto reclamado, pues constituye un vicio del procedimiento que afecta las defensas del particular y trasciende al sentido de la resolución impugnada, de conformidad con lo establecido por la fracción II del artículo 250 del Código de Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí. 

Así las cosas, esta Primera Sala Unitaria concluye que resulta procedente, decretar la nulidad del acto impugnado por actualizarse la ilegalidad antes citada, al no reunir el acto impugnado los requisitos  a que se ha hecho referencia, situación que deja en estado de indefensión a los actores, pues se ha justificado que se transgredieron las garantías de legalidad y seguridad jurídica a que se refieren los artículos 14 y 16 Constitucionales. 

En consecuencia de lo anterior y de conformidad con lo dispuesto por el artículo 251 y 252 del Código de Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, resulta procedente declarar la ILEGALIDAD e INVALIDEZ, por ende, la NULIDAD del acto impugnado a efecto de restituir al actor en el goce de los derechos que le fueron indebidamente violados. 

Esto es, que en términos de lo señalado por el artículo 252 del Código de Procesal Administrativo, esta Primera Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, procede a dejar el “***********sin efecto legal alguno, con la finalidad de que le sea reintegrado a la actora ***********
En cuanto al pago por concepto de Servicio de Grúa y Pensión, se ordena a la autoridad demandada llevar a cabo el trámite ante la instancia correspondiente, con la finalidad de que le sea reintegrada ***********
De acuerdo a lo que establece el artículo 256 del Código de Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí que dice que, cuando cause ejecutoria la sentencia definitiva, la Sala prevendrá a la autoridad demandada, o bien, a la autoridad que deba cumplirla, para que dentro del término de diez días informe sobre su cumplimiento, por lo que entonces, ésta Sala Unitaria previene a la autoridad demandada a efecto de que informe sobre el cumplimiento dado a la presente sentencia una vez que ésta cause ejecutoria.   

En virtud de lo anterior, resulta innecesario el estudio de los conceptos de anulación restantes manifestados por la parte actora. 

Sirve de apoyo el criterio sustentado por el Tercer  Tribunal  Colegiado  del   Segundo  Circuito,  Octava  Época, del  Semanario Judicial de la Federación, Apéndice de 1995, Tomo VI, Parte TCC, Tesis: 693, Página: 466, que a la letra dice:

“CONCEPTOS DE VIOLACION. ESTUDIO INNECESARIO DE LOS.  Habiendo resultado fundado y suficiente para otorgar el amparo solicitado, uno de los conceptos de violación, resulta innecesario el estudio de los restantes motivos de inconformidad vertidos en la demanda de garantías.” TERCER TRIBUNAL COLEGIADO DEL SEGUNDO CIRCUITO.

Por lo expuesto y con fundamento en lo establecido por los artículos 249, 250 fracción II, 251, 252 y 253 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, es de resolverse y  RESUELVE.

PRIMERO. Esta Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa es competente para conocer y resolver la presente controversia. 

SEGUNDO.- Se declara la ILEGALIDAD e INVALIDEZ del acto reclamado, conforme a lo señalado en el Considerando SEXTO de ésta resolución.”

IV.- La sentencia descrita en el punto que antecede, se notificó a las partes, los días diecisiete y veinte de mayo de dos mil diecinueve, según consta en los autos del expediente del juicio contencioso administrativo.

V.- El diecinueve de junio de dos mil diecinueve, se recibió el recurso de apelación interpuesto por la parte demandada en esta Sala Superior Unitaria, de conformidad con lo previsto por el artículo 152 en su penúltimo párrafo del Código Procesal Administrativo del Estado de San Luis Potosí.

VI.- Mediante escrito de fecha veinte de junio de dos mil diecinueve el Magistrado Numerario presento excusa ante el Pleno del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, en razón de que la autoridad demandada es la Secretaria de Comunicaciones y Transportes de Gobierno del Estado y el titular de dicha dependencia tiene parentesco consanguíneo en línea recta. 
VII.- El día veintiséis de junio del presente año fue calificada de procedente por el Pleno de este Tribunal la excusa presentada por el Magistrado Numerario de la Sala Superior Unitaria, ordenándose a la Secretaria General de Acuerdos convocará a la Magistrada Supernumeraria para que conociera y resolviera el recurso de apelación planteado.

VIII.- Mediante escrito de presentado ante este Tribunal el nueve de julio de dos mil diecinueve la suscrita Magistrada Supernumeraria acepto el cargo y por acuerdo de diez del mismo mes y año, se radicó la apelación con el número 33/2019/SS y se admitió a trámite, con las copias exhibidas se ordenó correr traslado a la parte actora en los términos del artículo 154 del Código Procesal de la materia; reservándose el estudio de la procedencia para el momento procesal oportuno.

VII. Por proveído de fecha nueve de agosto de dos mil diecinueve, se dio cuenta con el escrito firmado por el actor de fecha cinco de agosto del mismo año, respecto de la vista del escrito de apelación formulado por la parte demandada y sin más pendientes el recurso quedó en estado de resolver:





C O N S I D E R A N D O
PRIMERO.- Competencia; a la Sala Superior Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa corresponde conocer los recursos de apelación, en términos del artículo 123 de la Constitución Política del Estado de San Luis Potosí, 9 fracción II, 23 fracciones V de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí y 152, 153 y 154 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí; en virtud de que se reclama una sentencia definitiva pronunciada por una Sala Unitaria de este Tribunal.

SEGUNDO.- Existencia del acto recurrido;  Es cierto y se acredita con el informe rendido por el Magistrado de la Primera Sala Unitaria de este Tribunal y los autos originales del juicio contencioso administrativo número 148/2019/1, en los cuales obra glosada la sentencia que lo constituye.

TERCERO.- Legitimación; El presente recurso de apelación fue interpuesto por el encargado de la Dirección de Gestión Jurídica de la Secretaría de Comunicaciones y Transportes del Estado de San Luis Potosí, quien justificó su personalidad mediante el oficio ***********, suscrito por el Secretario de dicha dependencia, tomando en cuenta que el artículo 5 del Reglamento Interior de dicha Secretaría, faculta al Secretario de Despacho para delegar las facultades que no le sean exclusivas, como en el presente caso lo es las atribuciones de la Dirección de Gestión Jurídica, además que el artículo 24 del mismo ordenamiento autoriza a que las ausencias temporales de Directores de Área sean suplidas por la persona que designe el Superior Jerárquico, es por lo que cuenta con la legitimidad necesaria para acudir a impugnar la resolución emitida en el procedimiento de nulidad mencionado en el considerando segundo, en los términos del artículo 152 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí.

CUARTO.- Oportunidad; El recurso de apelación fue presentado dentro del plazo de quince días que para tal efecto señala el artículo 153 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, toda vez que la sentencia fue notificada a la actora demandada aquí recurrente, el día diecisiete de mayo de dos mil diecinueve surtió efectos el día siguiente hábil el veinte de mayo de dos mil diecinueve según se advierte a fojas 122 del juicio contencioso, por lo que en los términos del artículo 40 de la misma Ley Adjetiva supra citada el plazo para la interposición del recurso transcurrió del veintiuno de mayo al diez de junio del presente año, al descontar para tal efecto los días veinticinco y veintiséis de mayo y uno, dos, ocho y nueve de junio del año en curso por ser inhábiles al ser sábados y domingos, de conformidad con lo establecido por el artículo 15 del Código Procesal Administrativo que rige, por lo que si el recurso de apelación se presentó el día de diez de junio dos mil diecinueve justo el día del vencimiento, se efectuó con la oportunidad debida.

QUINTO.- Consideración de los agravios; atento al principio de economía procesal no se transcriben los argumentos expresados como agravio por el recurrente en el recurso de apelación 33/2019/SS al no existir disposición alguna que establezca tal exigencia, para tener por cumplidos los requisitos de congruencia y exhaustividad que toda sentencia debe contener.
Lo expuesto encuentra su apoyo en la Jurisprudencia 2ª J. 58/2010 emitida por la Tercera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, publicada en la página 830 del Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Tomo XXXI, Novena Época, cuyo rubro es el siguiente: “ CONCEPTOS DE VIOLACIÓN O AGRAVIOS. PARA CUMPLIR CON LOS REQUISITOS DE CONGRUENCIA Y EXHAUSTIVIDAD EN LAS SENTENCIAS DE AMPARO ES INNECESARIA SU TRANSCRIPCIÓN”.
La autoridad demandada formula un agravio con dos argumentos, en el primero se duele sustancialmente que para decretar la nulidad del acto impugnado consistente en “el Acta de Retiro Vehículo no Concesionario, identificada con el folio 1330” el juzgador se apoyó en un argumento que no fue parte de Litis, porque no fue propuesto por la parte actora en su demanda, lo que hizo a la sentencia incongruente y excesiva, esto, porque, se señaló en ella que al momento de levantar el acta antes descrita, se materializó una falta de debida identificación del inspector habilitado, “al no preverse en el gafete con que se identificó una vigencia para su actuación, se causó incertidumbre al gobernado sujeto del acto de molestia”.
En el segundo argumento señala que en la sentencia se deja de lado que el artículo 114 de la Ley de Transporte Público establece que los inspectores al realizar sus funciones deben contar con identificación y la orden respectiva, sin que sea requisito indispensable el que la identificación contenga una vigencia, porque ello puede encontrase en cualquiera de las constancias con las que se justifique su actuación.
Y que en el presente asunto el gafete sirvió de identificación de datos personales del inspector y la vigencia se encuentra amparada con el oficio de comisión número *********** de fecha 07 de enero de 2019.
Porque a su decir el artículo en comento, no exige que las facultades del inspector deban acreditarse con ambas documentales, siendo un exceso que se exija que cada uno en lo individual colme la totalidad de los requisitos exigidos por el dispositivo. 

Por su parte los actores del juicio de nulidad a través de su apoderado, al desahogar la vista que se le dio con el escrito de apelación afirman que contrario a lo señalado ellos abordaron como motivo de nulidad la forma de circunstanciar la identificación del inspector trascribiendo las partes sustantivas de su demanda y manifestando que se ofrecieron diversos criterios jurisprudenciales que comulgan con que el acto de identificación debe ser pleno y solemne en el que se debe de hacer saber al gobernado que se encuentra ante la presencia de un funcionario legitimado para realizar sus funciones, para lo cual debe exhibir el documento que lo faculte y en el deberá contenerse el nombre y fotografía del inspector, nombre y firma de quien la expide y período de vigencia y folio, elementos mínimos que a su decir servirán para proteger las garantías individuales del ciudadano ya que de no contenerlos se pueden derivar afectaciones a sus intereses jurídicos, como lo fue que ellos no fueron informados plenamente de que el supuesto inspector se encontraba facultado para realizar el acto de molestia.
El agravio es infundado como a continuación se explica: 

Por lo que hace al primer argumento no le asiste la razón al apelante, porque de la lectura de la demanda se puede observar con meridiana claridad que se propuso en ella como causa de ilegalidad la falta de identificación plena del inspector de la Secretaría de Comunicaciones y Transportes al circunstanciar el acta, porque no se señala o la fecha de expedición ni el período de vigencia, para saber si al momento de la emisión del acto dicha identificación se encontraba vigente, por lo tanto dicho el argumento es infundado.

Ahora en cuanto al segundo argumento, del estudio de la sentencia impugnada se aprecia que se analizó el contenido del artículo 114 de la Ley de Transporte Público para el estado de Estado de San Luis Potosí, que a la letra dice:  “ARTICULO 114. Los inspectores o el personal habilitado en los términos del artículo anterior, para realizar la inspección del boletaje, cobro de tarifas, horarios, itinerarios, uso de uniformes, gafete de los operadores, estado físico de las unidades de transporte público, o cualquier otra función que les sea encomendada, deberán contar identificación y la orden emitida por el funcionario competente. Lo resaltado es nuestro.”,  y después de dicho examen, se llegó a la conclusión de que es obligación de las autoridades la identificación plena en los actos que emiten con la finalidad de no transgredir las garantías de los particulares por el requisito de fundamentación del acto administrativo, se traduce en la constatación por escrito de la designación de la autoridad así como el nombre y la firma del funcionario emisor, el nombre y la firma del inspector autorizado, para así saber el cargo de la autoridad emisora del acto administrativo, dando oportunidad al gobernado de conocer si el servidor público que suscribió el acto el documento relativo a la infracción impuesta contaba con facultades para ello. 
Con ese criterio definido se estudió el acta de retiro de vehículo no concesionario /no permisionario, que es el acto de autoridad motivo de nulidad en la sentencia, llegando a la conclusión que en dicha acta no se asentó la fecha de la credencial con que se identificó la autoridad demandada así como, tampoco se precisó su vigencia que además no se asentaron los demás datos relativos a la personalidad del inspector, determinando ilegal el acto impugnado, apoyando su razonamiento con los criterios jurisprudenciales que a continuación se transcriben: 
“VISITAS DOMICILIARIAS. REQUISITOS PARA LA IDENTIFICACION DE LOS INSPECTORES QUE LAS PRACTICAN.

Para satisfacer con plenitud el requisito legal de identificación en las visitas domiciliarias, es necesario que en las actas de auditoría se asienten todos los datos necesarios que permitan una plena seguridad de que el visitado se encuentra ante personas que efectivamente representan a la Secretaría de Hacienda y Crédito Público y que por tal motivo pueden introducirse a su domicilio, por lo que es menester se asiente la fecha de las credenciales y el nombre de quien las expide para precisar su vigencia y tener la seguridad de que esas personas efectivamente prestan sus servicios en la Secretaría, además de todos los datos relativos a la personalidad de los visitadores y su representación, tomando también en cuenta que mediante la identificación mencionada, se deben dar a conocer al visitado cuestiones relacionadas con esa personalidad, para protegerlo en sus garantías individuales, ya que de esas prácticas de inspección o visita, pueden derivar posibles afectaciones a sus intereses jurídicos.”

“VISITAS DOMICILIARIAS. IDENTIFICACION DE LOS AUDITORES FISCALES, SU NECESIDAD Y ALCANCE.

Tratándose específicamente de autoridades que practican diligencias de auditoría fiscal, es incuestionable que la protección de la seguridad jurídica de los gobernados plasmada en el artículo 44, fracción III, del Código Fiscal de la Federación, tiene el propósito de dar a conocer al visitado, cuestiones relacionadas con la personalidad, representación y competencia atribucional o delegada de quienes intervienen en diligencias de naturaleza tal y precisamente emanada, en parte esa necesidad de identificación, de la obligación legal de proteger al visitado en sus garantías individuales, ya que estas prácticas de inspección o visita pueden derivar una posibilidad de afectación a los intereses jurídicos de aquél; por lo que mediante la identificación del funcionario o autoridad que practique la diligencia, se conoce su calidad o características personales (personalidad), la certeza de que aquél representa a un órgano gubernativo que está legalmente facultado para ordenar o realizar representando al Estado, las funciones propias de autoridad que se le encomiendan por la ley (representación); y finalmente, que a su vez tienen facultades (cuestión de competencia) bien propias, o bien delegadas (con base, en el caso, en una orden de visita) para practicar legalmente las diligencias propias, en mención. Por lo que, así las cosas, no basta que en el acta que se levante al efecto, simplemente se diga que "el personal actuante se identificó ante el visitado", mediante la credencial relativa, máxime si se tiene en cuenta, asimismo, lo dispuesto por la fracción I del artículo 46 del Código Fiscal de la Federación, en lo referente a la forma en que deben practicarse dichas diligencias, de lo que se sigue que la identificación cuestionada, por ser un hecho que las integra, debe hacerse constar en forma detallada. 

TERCER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL PRIMER CIRCUITO.”

Las tesis anteriores si bien tratan lo referente a la identificación plena del servidor público actuante de un acta de visita, también es cierto que en ellas se estudia el contenido del Código Fiscal de la Federación, cuya redacción tiene poca similitud con el artículo 114 de la Ley del Transporte Público para el Estado de San Luis Potosí. 
Ahora bien, el artículo 114 mencionado en el párrafo anterior, (ya fue transcrito en líneas arriba de este considerando) no determina los requisitos que deben de contener la identificación ni la orden emitida por funcionario competente, documentos que con los que debe contar el inspector cuando realiza funciones de inspección y verificación, ni los datos de estos documentos que están obligados circunstanciarse en el acta que al efecto se levante; en estas circunstancias se debe de tomar cuenta el contenido del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, que en su Libro Segundo regula los procedimientos administrativos que llevan a cabo las autoridades administrativas del Estado y los Municipios, el cual es aplicable a la materia de estudio, ya que no se encuentra dentro de las exceptuadas de la aplicación, como se podrá observar de la transcripción de los artículos 162 y 163 de dicho ordenamiento:
ARTÍCULO 162. Este Libro Segundo no será aplicable a las materias de carácter fiscal, responsabilidad es de los servidores públicos, electoral, seguridad pública, ni al ministerio público en ejercicio de sus funciones constitucionales, participación ciudadana, del notariado, así como de justicia cívica, Derechos Humanos y derechos de los pueblos indígenas. 
En relación con los créditos fiscales, no se excluyen de la aplicación de esta ley lo relativo a las multas administrativas, derivadas de las infracciones por violaciones a las disposiciones de orden administrativo local.
ARTÍCULO 163. Este Libro Segundo se aplicará supletoriamente a los diversos ordenamientos jurídicos que regulan los actos, procedimientos y resoluciones de la administración pública estatal y paraestatal, aun cuando en aquéllos existan otras disposiciones diversas o en contrario
En esa tesitura si el Libro Segundo del Código Procesal Administrativo (antes contenido en la ley de Procedimientos Administrativos del Estado y Municipios de San Luis Potosí) es aplicable a los procedimientos administrativos que lleva a la Secretaría de Comunicaciones y Transportes del Gobierno del Estado de San Luis Potosí, es procedente analizar el contenido de los dispositivos que regulan los elementos y requisitos del acto administrativo como lo son los artículos 164 y 165, así como, los artículos 196 al 203 que contemplan el procedimiento para el desahogo de visitas de inspección y verificación:

ARTÍCULO 164. Son elementos del acto administrativo:

I. Ser expedido por autoridades competentes, a través de servidor público u órgano colegiado facultados para tal efecto, y en términos de las disposiciones jurídicas aplicables;

II. Que su objeto esté previsto por el ordenamiento jurídico aplicable, determinado o determinable y preciso en cuanto a las circunstancias de tiempo y lugar;

III. Cumplir con la finalidad de interés público, derivado de las normas jurídicas que regulen la materia;

IV. Constar por escrito, indicando la autoridad de que emana;

V. Estar fundado y motivado;

VI. Ser expedido sin que medie error de hecho o de derecho sobre el objeto, causa o motivo, o fin del acto y su emisión, y
VII. Ser expedido sin que medie dolo o violencia en su emisión.

ARTÍCULO 165. Son requisitos del acto administrativo:

I. Que cumpla con las formalidades del procedimiento;

II. Que se encuentre adecuadamente fundado y motivado;

III. Que se expida de manera congruente con lo solicitado y resolver expresamente todos los puntos propuestos por el interesado o previstos por las normas.

IV. Que en su expedición se señale lugar y fecha de emisión;

V. Tratándose de actos administrativos que deban notificarse deberá hacerse mención de la oficina en que se encuentra y pueda ser consultado el expediente respectivo, y

VI. Tratándose de actos administrativos recurribles, deberá mencionarse el recurso que proceda y el término con que se cuenta para interponerlo, así como la autoridad ante la cual puede ser presentado.

Cuando en el acto administrativo se omita señalar el término y recurso mencionados en el párrafo anterior, el impugnante contará con el doble del plazo que establecen las disposiciones legales para interponer el recurso correspondiente.
Visitas de Inspección y Verificación

ARTÍCULO 196. Las autoridades administrativas, para comprobar el cumplimiento de las disposiciones legales y reglamentarias podrán llevar a cabo visitas de inspección y verificación, mismas que podrán ser ordinarias y extraordinarias; las primeras se efectuarán en días y horas hábiles, y las segundas en cualquier tiempo.

ARTÍCULO 197. Los inspectores y verificadores, para practicar visitas, deberán estar provistos de orden escrita con firma autógrafa expedida por la autoridad competente, en la que deberá precisarse:

I. El nombre de la persona respecto de la cual se ordena la visita;

II. El lugar o zona que ha de verificarse;

III. El objeto de la visita,

IV. El alcance que deba tener, y

V. Las disposiciones legales que lo fundamenten.

ARTÍCULO 198. Los propietarios, responsables, encargados u ocupantes de establecimientos objeto de inspección y verificación estarán obligados a permitir el acceso y dar facilidades e informes a los inspectores y verificadores para el desarrollo de su labor, siempre que la verificación o inspección se realice en términos de lo dispuesto en los artículos, 197 y 199 de este Código.
ARTÍCULO 199. Al iniciar la visita, el inspector o verificador deberá exhibir credencial vigente con fotografía, expedida por la autoridad competente que lo acredite para desempeñar dicha función, así como la orden expresa a la que se refiere el artículo 197 de este Código, de la que deberá dejar copia al propietario, responsable, encargado u ocupante del establecimiento.

ARTÍCULO 200. De toda visita de inspección y verificación se levantará acta circunstanciada, en presencia de dos testigos propuestos por la persona con quien se hubiere entendido la diligencia o por quien la practique si aquélla se hubiere negado a proponerlos.

De toda acta se dejará copia a la persona con quien se entendió la diligencia, aunque se hubiere negado a firmar, lo que no afectará la validez de la diligencia ni del documento de que se trate, siempre y cuando el inspector o verificador haga constar tal circunstancia en la propia acta.

ARTÍCULO 201. En las actas se hará constar:
I. Nombre, denominación o razón social del visitado;

II. Hora, día, mes y año en que inicie y concluya la diligencia;

III. Calle, número, población o colonia, teléfono u otra forma de comunicación disponible, municipio o delegación en que se encuentre ubicado el lugar en que se practique la visita, y el código postal;

IV. Número y fecha del oficio de la comisión que la motivo 

V. Nombre y cargo de la persona con quien se entendió la diligencia;

VI. Nombre y domicilio de las personas que fungieron como testigos;

VII. Datos relativos a la actuación;

VIII. Declaración del visitado, si quisiera hacerla, y

IX. Nombre y firma de quienes intervinieron en la diligencia incluyendo los de quien la hubiere llevado a cabo. Si se negaren a firmar el visitado o su representante legal, ello no afectará la validez del acta, debiendo el inspector o verificador asentar la razón relativa e informando de esta circunstancia a quienes se nieguen a firmar.

ARTÍCULO 202. Los visitados a quienes se levantó acta de inspección o verificación podrán formular observaciones en el acto de la diligencia y ofrecer pruebas en relación a los hechos contenidos en ella, o bien, por escrito, hacer uso de tal derecho dentro del término de cinco días siguientes a la fecha en que se hubiere levantado.

ARTÍCULO 203. Las dependencias o entidades podrán, de conformidad con las disposiciones aplicables, inspeccionar y verificar bienes, personas y vehículos de transporte con el objeto de comprobar el cumplimiento de las disposiciones legales, para lo cual se deberán cumplir, en lo conducente, las formalidades previstas para las visitas de inspección y verificación dispuestas en este Código.
Como se puede observar el artículo 199 especifica que el inspector o verificador deberá identificarse con la persona con quien entienda la diligencia, con credencial vigente con fotografía, expedida por la autoridad competente que lo acredite para desempeñar dicha función, así como, la orden escrita con firma autógrafa expedida por la autoridad competente. 

Por lo que hace al artículo 201, establece los datos que se deben de asentar en el acta de inspección y/o verificación, sin que se prevea que se tenga que asentar en el acta la credencial vigente con fotografía, expedida por la autoridad competente que lo acredite para desempeñar dicha función.

Sin embargo, si el inspector al inicio de la visita está obligado a exhibir ante la persona con quien se entiende la diligencia credencial vigente con fotografía, expedida por la autoridad competente que lo acredite para desempeñar la función, la única manera de probar que así lo hizo, es asentarlo en el acta, pues de lo contrario no existiría forma de acreditarlo, aunado a lo anterior existe un criterio emitido por Tribunales Colegiados de Circuito que si bien es tesis aislada, es un criterio orientador por que estudia los artículos 62, 63 y 65 de la Ley Federal del Procedimiento Administrativo los cuales contienen la redacción idéntica a los artículos 196, 197 y 199 del Código Procesal local como se podrá apreciar de la transcripción siguiente: 

 Ley Federal De Procedimiento Administrativo

”ART. 62.- Las autoridades administrativas, para comprobar el cumplimiento de las disposiciones legales y reglamentarias podrán llevar a cabo visitas de verificación, mismas que podrán ser ordinarias y extraordinarias; las primeras se efectuarán en días y horas hábiles, y las segundas en cualquier tiempo.”
Código  procesal administrativo 

“ARTÍCULO 196. Las autoridades administrativas, para comprobar el cumplimiento de las disposiciones legales y reglamentarias podrán llevar a cabo visitas de inspección y verificación, mismas que podrán ser ordinarias y extraordinarias; las primeras se efectuarán en días y horas hábiles, y las segundas en cualquier tiempo.”

Ley Federal de Procedimiento Administrativo

”ART.  63.- Los verificadores, para practicar visitas, deberán estar provistos de orden escrita con firma autógrafa expedida por la autoridad competente, en la que deberá precisarse el lugar o zona que ha de verificarse, el objeto de la visita, el alcance que deba tener y las disposiciones legales que lo fundamenten.”
Código Procesal Administrativo 

“ARTÍCULO 197. Los inspectores y verificadores, para practicar visitas, deberán estar provistos de orden escrita con firma autógrafa expedida por la autoridad competente, en la que deberá precisarse:

I. El nombre de la persona respecto de la cual se ordena la visita;

II. El lugar o zona que ha de verificarse;

III. El objeto de la visita,

IV. El alcance que deba tener, y

V. Las disposiciones legales que lo fundamenten”

Ley Federal De Procedimiento Administrativo
”ART. 65.- Al iniciar la visita, el verificador deberá exhibir credencial vigente con fotografía, expedida por la autoridad competente que lo acredite para desempeñar dicha función, así como la orden expresa a la que se refiere el artículo 63 de la presente Ley, de la que deberá dejar copia al propietario, responsable, encargado u ocupante del establecimiento.”
Código  procesal administrativo 

“ARTÍCULO 199. Al iniciar la visita, el inspector o verificador deberá exhibir credencial vigente con fotografía, expedida por la autoridad competente que lo acredite para desempeñar dicha función, así como la orden expresa a la que se refiere el artículo 197 de este Código, de la que deberá dejar copia al propietario, responsable, encargado u ocupante del establecimiento.”
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VISITAS DE INSPECCIÓN EN MATERIA ECOLÓGICA. REQUISITOS PARA LA IDENTIFICACIÓN DE LOS INSPECTORES DE LA PROCURADURÍA FEDERAL DE PROTECCIÓN AL AMBIENTE QUE LAS PRACTICAN.---De la interpretación armónica de los artículos 162 y 163 de la Ley General del Equilibrio Ecológico y la Protección al Ambiente, con los diversos 62, 63 y 65 de la Ley Federal de Procedimiento Administrativo, de aplicación supletoria a la primera, se desprende que las autoridades competentes, como la Procuraduría Federal de Protección al Ambiente, con el objeto de vigilar el cumplimiento de las disposiciones inmersas en ellas, podrán realizar visitas de inspección o verificación, y que éstas se llevarán a cabo únicamente por personal autorizado, previa exhibición de identificación vigente y de la orden escrita con firma autógrafa, expedida por la autoridad competente. En este sentido, de las disposiciones ordinarias invocadas, en relación con el artículo 16 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, se concluye que la identificación del funcionario que intervenga en la práctica de una inspección ordenada por dicha autoridad en ejercicio de sus facultades, debe llevarse a cabo al inicio de la diligencia correspondiente y ante la persona con quien se entienda ésta, asentando con claridad, en el acta respectiva, los datos de la credencial mediante la cual se identifique, plasmando las circunstancias que permitan inferir que ese documento cuenta con fotografía y que está vigente, así como la denominación de la dependencia que la emite; incluso, deberá adicionalmente precisarse que se mostró la orden respectiva e igualmente, que se entregó al visitado una copia de la misma con firma autógrafa, para así tener la plena certeza de que quien va a realizarla está autorizado por la autoridad que emite el mandamiento y legitimado para practicar el acto de referencia. En consecuencia, en la circunstanciación del acta de inspección, cuando la identificación es el punto controvertido, sólo debe apreciarse si estos requisitos y no otros, se satisficieron a cabalidad por el verificador adscrito a la Procuraduría Federal de Protección al Ambiente, a fin de determinar si se vulneró o no la esfera de garantías del gobernado, y en su caso, resolver si el proceder del inspector se apegó a los requisitos previstos en la Ley General del Equilibrio Ecológico y la Protección al Ambiente, al igual que en la Ley Federal de Procedimiento Administrativo, para concluir si actuó o no como legítimo representante del organismo público que lo comisionó.

PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIAS PENAL Y ADMINISTRATIVA DEL VIGÉSIMO PRIMER CIRCUITO.

Amparo en revisión 34/2005. Scotiabank Inverlat, S.A. 14 de abril de 2005. Unanimidad de votos. Ponente: Guillermo Esparza Alfaro. Secretario: Tomás Flores Zaragoza.

Así las cosas, si es un requisito que la identificación este vigente y que se haga constar en el acta mediante el cual se lleva a cabo el acto de molestia al particular, lo cual no puede ser sustituido por el oficio de comisión porque acreditan cosas distintas, esto es la identificación acredita que labora para una institución o dependencia que al momento de llevar a cabo el acto administrativo él es un empleado en activo, además de que puede en determinado momento llevar a cabo los actos que le encomienden las autoridades competentes; por el contrario el oficio de comisión lo que acredita que esa autoridad competente lo comisionó para que en una fecha específica llevara a cabo la inspección o verificación (amén de que en dicho oficio se tiene que justificar esa facultad  fundándola y motivándola), pues puede suceder que la autoridad comisione a una persona que dejó de ser servidor público; por lo tanto son dos vigencias distintas las que se tienen que acreditar al circunstanciar el acta, sin que se puede acreditar en un acto posterior; por lo anterior es infundado el segundo argumento. 

Así las cosas, al resultar infundados los argumentos vertidos por el actor en el único agravio de su escrito de apelación, es que esta Sala Superior determina la confirmación de la sentencia dictada el dieciséis de mayo del año dos mil diecinueve.
Por lo anteriormente expuesto, fundado y con apoyo además en el artículo 156 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, se resuelve: 

PRIMERO.- Se confirma la sentencia recurrida mediante el recurso de apelación promovido por la parte actora número 33/2019/SS de conformidad con las razones, motivos y fundamentos explicados en el considerando Quinto de esta resolución.

SEGUNDO.- Notifíquese con testimonio de esta resolución; remítanse los autos a la Sala de origen; háganse las anotaciones correspondientes y en su oportunidad archívese el expediente como asunto concluido.

TERCERO.- Con apoyo en lo dispuesto por el artículo 16 fracción IV del Reglamento Interior de este Tribunal, se habilita a la Licenciada Yun Sen Fiscal Wong para que lleve a cabo la notificación de la presente resolución.

Así lo resolvió y firma la Magistrada supernumeraria de la Sala Superior Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, Heidy Yazbe Ruiz Alvarado, quien actúa con la Secretaria de Acuerdos Laura del Castillo Martínez que autoriza y da fe. Rúbricas. 

LA SECRETARIA GENERAL DE ACUERDOS DEL TRIBUNAL ESTATAL DE JUSTICIA ADMINISTRATIVA DE SAN LUIS POTOSÍ C E R T I F I C A: QUE LAS PRESENTES COPIAS CONSTAN DE DIECIOCHO PÁGINAS Y CONCUERDAN FIELMENTE EN TODAS Y CADA UNA DE SUS PARTES CON LA SENTENCIA EMITIDA AL RESOLVER EL TOCA DE APELACIÓN 33/2019/SS, EL CINCO DE NOVIEMBRE DE DOS MIL DIECINUEVE, LAS CUALES SE CERTIFICAN CON APOYO EN LO DISPUESTO POR EL ARTÍCULO 51 FRACCIÓN IX DE LA LEY ÓRGANICA DEL TRIBUNAL ESTATAL DE JUSTICIA ADMINISTRATIVA, PARA LOS USOS LEGALES A QUE HAYA LUGAR, EN LA CIUDAD DE SAN LUIS POTOSÍ, S.L.P. A LOS SIETE DÍAS DEL MES DE NOVIEMBRE DEL DOS MIL DIECINUEVE.- DOY FE. 

LICENCIADA LAURA DEL CASTILLO MARTÍNEZ

Secretaria General de Acuerdos de la Sala Superior

del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí.
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